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En virtud de lo consagrado en los artículos 37 a 40 de la Ley 909 de 2004; artículos 33 a 43, del 
Decreto Ley 760 de 2005; artículos 50 a 61, del Decreto Reglamentario 1227 de 2005 y en los 
acuerdos 17 y 18, del 22 de enero de 2008, este trabajo desarrollará la figura de la evaluación del 
desempeño que ha estado regida por los principios que orientan la permanencia en la carrera 
administrativa. Por ello se pregunta, ¿El proceso de evaluación del desempeño para los 
empleados de carrera administrativa cumple con los principios que orientan la función pública? 
O, ¿Por el contrario, propicia el retiro del funcionario?, este problema jurídico se irá 
desarrollando  a medida en que se estudien las bases en las que la evaluación del desempeño se 
fundamenta.  
   Las sociedades están agrupadas en organizaciones que sirven para suplir las necesidades humanas y que 
pueden ser grandes o pequeñas, públicas o privadas, productoras de bienes o prestadoras de servicios 
(...)Todas ellas poseen unos elementos comunes, como son una razón de ser con qué hacer frente a las 
necesidades de la clientela; unos recursos administrativos, científicos, sociales, técnicos y financieros; 
unos procesos, y, ante todo, personas de carne y hueso que constituyen lo esencial de toda organización. 
(Puentes, 2004, p. 62). 
Todo ha surgido por una gran necesidad del hombre de querer agruparse desde el principio de la 
historia, independientemente de las razones que lo motivaran, se dio cuenta que era más 
poderoso agruparse que actuar por sí solo.  
Por lo anterior, este trabajo se centra en analizar cuáles son las formas específicas de seleccionar 





especialmente quienes estén vinculados en Carrera Administrativa y su permanencia en el 
servicio por una evaluación del desempeño satisfactorio. 
    Fue a partir de la Administración de Rafael Uribe la primera en presentar la idea de regular los 
procesos de selección de las personas que prestarían sus servicios al Estado, en general; y a la 
administración pública, en particular. De igual manera, se reflexiona sobre el tema de la función pública, 
y en ese marco la institución de la carrera administrativa, resaltando sus  ventajas y desventajas para 
mejorar la gestión de los asuntos públicos. (Puentes, 2004, p. 60). 
   En Colombia hemos contado con disposiciones legislativas sobre carrera administrativa desde 1938, las 
cuales desarrollan normativamente los principios del mérito y la igualdad para el acceso, la permanencia, 
el ascenso y el retiro del servicio público, principios éstos que son expresamente incorporados en la 
reforma constitucional de 1957 y se mantienen en ese nivel en la Constitución actual, que data de 1991. 
(CNSC, Hernández, 2005, p.1) 
    La hipótesis que se plantea implica afirmar que los Estados requieren un número grande de sus 
ciudadanos para que, otorgados de las condiciones de servidores públicos, se pongan al servicio de la 
sociedad, atiendan sus necesidades y resuelvan sus problemas. El ámbito de acción dependerá del tipo de 
Estado y condiciones que se haya diseñado, el cual está estipulado en el gran pacto social o Constitución 
Política (Puentes 2004, p. 62, 63). 
    En el caso colombiano, se puede afirmar que una vez se consolidó la independencia frente al régimen 
español y superados varios conflictos internos, llegó a 1886, año en el que se expide la constitución que 
rigió por 105 años. En ésta se incluyeron varias reglas de juego acerca de la manera de vincular, organizar 
y administrar el funcionariado público y sobre las conductas que debían asumir quienes se vincularan a 





De acuerdo con la Carta Política, el retiro de los empleados públicos de carrera administrativa 
obedece a no alcanzar una calificación satisfactoria en el desempeño laboral; por una violación 
del régimen disciplinario; y por las demás causales consagradas en la Constitución y en la ley 
manifestando con ello su propósito de garantía de permanencia en el empleo. 
La evaluación del desempeño frente al cumplimiento de los principios que regulan la función 
pública como la transparencia, objetividad y mérito entre otros, se llena de sombras de penumbra 
muchas veces, debido a que, las evaluaciones de desempeño realizadas al interior de cada entidad 
son subjetivas, rompiendo el esquema de los principios que regulan el ingreso y permanencia en 
la carrera administrativa. 
En este caso, la Comisión Nacional del Servicio Civil en reiteradas ocasiones, ha establecido que 
la evaluación del desempeño debe obedecer principalmente a los principios de transparencia, 
objetividad y mérito, los cuales hoy en día no son tenidos en cuenta  y no se está cumpliendo con 
el objetivo de fijar la evaluación bajo estos criterios, es por ello que el objeto de este trabajo es 
verificar dicho cumplimiento. 
 
    La Constitución de 1991 dedicó varios artículos a la regulación del empleo público y específicamente a 
la carrera administrativa, consagrando en el artículo 125 que los empleos de los órganos y entidades del 
Estado son de carrera, con las excepciones que señala la misma Constitución y las que prevea la ley, y 
que el ingreso, el ascenso, y la permanencia, se hará de manera exclusiva con base en el mérito, y el retiro 
se efectuará por evaluación del desempeño o por las demás causales que determine la ley. En el artículo 
130 creó la Comisión Nacional del Servicio Civil con las funciones de administrar y vigilar la carrera 





    Para reglamentar estas normas constitucionales, el legislador expidió la Ley 27 de 1992, norma que 
reguló la carrera para las entidades a nivel nacional y territorial, clasificó los empleos como de libre 
nombramiento y remoción y de carrera, asignó a las entidades la competencia para desarrollar los 
procesos de selección, conformó la Comisión Nacional del Servicio Civil y estipuló un sistema de ingreso 
extraordinario a la carrera para los empleados del nivel territorial. Fue con esta ley que se reactivó en las 
entidades del nivel nacional la carrera administrativa y la selección de los empleados a través del sistema 
del mérito; el nivel territorial contaba por primera vez con un sistema técnico de administración de 
personal que le permitía iniciar la organización del empleo público y la administración de su talento 
humano. (Rubiano, 2005, p 1).  
    La aplicación de las normas de carrera exigía a las entidades conformar sus estructuras 
organizacionales y elaborar las plantas de personal con criterios de competencias, técnicos y determinar 
funciones y requisitos en cuanto a las actitudes y aptitudes en los diferentes empleos; no obstante, la falta 
de competencia técnica de las entidades y la inexistencia de un sistema único de nomenclatura, sumado al 
predominio de una cultura que privilegiaba los intereses particulares sobre el mérito, dificultó la 
actualización de las entidades en estas herramientas de gestión organizacional y del recurso humano y la 
puesta en marcha de la carrera. (Carta administrativa ESAP, Iberoamericana, 2005, p. 3). 
Es por ello que el objetivo general de este ensayo es determinar el cumplimiento de los 
principios que orientan la función pública frente a la evaluación del desempeño realizada a 
funcionarios de carrera administrativa, con el fin de observar si existe o no dicho cumplimiento. 
Para lo cual los objetivos específicos serán: 
 Analizar la historia y evolución de la Carrera Administrativa en Colombia, el marco legal 
que la rodea así como su enfoque constitucional. 
 Determinar el marco conceptual de la evaluación del desempeño 





 Establecer si la Comisión Nacional del Servicio Civil, ente encargado de administrar y 
























La carrera administrativa según  la Escuela Superior de Administración Pública, la Comisión 
Nacional del Servicio Civil y el artículo 27 de la Ley 909 de 2004 es “un sistema técnico de 
administración de personal que tiene por objeto garantizar la eficiencia de las administración 
pública y ofrecer; estabilidad e igualdad de oportunidades para el acceso y el ascenso al servicio 
público. Para alcanzar este objetivo, el ingreso y la permanencia en los empleos de carrera 
administrativa se hará exclusivamente con base en el mérito, mediante procesos de selección en 
los que se garantice la trasparencia y la objetividad, sin discriminación alguna”. 
Según la Ley 909 de 2004, los principios que orientan el ingreso y el ascenso a los empleos 
públicos de carrera administrativa son: Mérito, libre concurrencia e igualdad en el ingreso, 
publicidad, transparencia, especialización en los órganos técnicos encargados, imparcialidad, 
confiabilidad y validez, eficacia y eficiencia.  
La Ley 909 de 2004 “Por medio de la cual se expiden normas que regulan el empleo público, la 
carrera administrativa, gerencia pública y se dictan otras disposiciones”, cobijó todo el sistema 
de la función pública en Colombia, dando un gran auge para entre otras cosas poder responder 
uno de los problemas jurídicos. 
El artículo 29 y siguientes de la Ley 909 especifica el procedimiento que se lleva a cabo para el 
registro de los empleados de carrera administrativa: “El concurso para el ingreso y el ascenso a 





acrediten los requisitos exigidos para su desempeño. Los concursos o procesos de selección serán 
adelantados por la  Comisión Nacional del Servicio Civil, a través de contratos o convenios 
interadministrativos, suscritos con universidades públicas o privadas o instituciones de educación 
superior acreditadas por ella para tal fin”. 
Transcurrido las etapas del proceso que inicia con la convocatoria y acaba con el registro público 
de carrera administrativa,  se velará por el estricto cumplimiento de los requisitos exigidos a los 
empleados de carrera, los cuales deben ser evaluados por su desempeño laboral y calificados con 
base en parámetros previamente establecidos que permita fundamentar un juicio objetivo sobre 
su conducta laboral y sus  aportes al cumplimiento de las metas institucionales. 
El artículo 24 de la Ley 909 de 2004 explica que: “Mientras se surte el proceso de selección para 
proveer empleos de carrera administrativa, y una vez convocado el respectivo concurso, los 
empleados de carrera tendrán derecho a ser encargados de tales empleos si acreditan los 
requisitos para su ejercicio, poseen las aptitudes y habilidades para su desempeño, no han sido 
sancionados disciplinariamente en el último año y su última evaluación del desempeño sea 
sobresaliente. El término de esta situación no podrá ser superior a seis (6) meses. 
Los empleos de libre nombramiento y remoción en caso de vacancia temporal o definitiva 
podrán ser provistos a través del encargo de empleados de carrera o de libre nombramiento y 
remoción, que cumplan los requisitos y el perfil para su desempeño. En caso de vacancia 
definitiva el encargo será hasta por el término de tres (3) meses, vencidos los cuales el empleo 






La Corte Constitucional en Sentencias C-954 de 2001, C-307 de 2007, C-901 de 2008,  C-588 de 
2009 y C-640 de 2012 reiteró respecto de los fines superiores que orientan la carrera 
administrativa: el reclutamiento de “un personal óptimo y capacitado para desarrollar la función 
pública, la realización de los principios de eficiencia y eficacia, así como del principio de 
igualdad entre los ciudadanos que aspiran a acceder al ejercicio de un cargo o función pública, la 
dotación de una planta de personal que preste sus servicios de acuerdo con los requerimientos del 
interés general y la estabilidad laboral de los servidores, siempre que obtengan resultados 
positivos en la ejecución de esos fines. 
No obstante, a pesar del carácter eminentemente transitorio que caracteriza a los cargos en 
provisionalidad, la jurisprudencia constitucional ha reconocido, cuando la vacante ocupada en 
provisionalidad es definitiva, un cierto grado de estabilidad derivada de los derechos al debido 
proceso y de defensa, consistente en: “(i) la necesidad de motivación de los actos que los 
desvinculan y (ii) la imposibilidad de reemplazarlos, aun motivando la desvinculación, con 
funcionarios que no hayan superado los concursos públicos y abiertos. Lo anterior no significa 
que el nombramiento en provisionalidad otorgue al funcionario un derecho adquirido a la 
permanencia en el empleo.” 
 
Creación, antecedentes y actualidad de la Carrera Administrativa en Colombia. 
 
     Para desarrollar el tema titulado es imprescindible señalar que la carrera administrativa fue instituida 
por la constitución política de 1991 al indicar en su artículo 125 de la Constitución que  “Los empleos en 





elección popular, los de libre nombramiento y remoción, los de trabajadores oficiales y los demás que 
determine la ley”. En el desarrollo de este artículo el legislador plasma su finalidad manifestando que el 
ingreso y el ascenso en los cargos de carrera se harán previo cumplimiento de los requisitos que fije la ley 
con el fin de garantizar los méritos y calidades de los aspirantes. Puentes (2004, p. 82).  
Intrínsecamente de los ideales del Estado colombiano se encuentra el garantizar la existencia del 
mérito y calidades alrededor de quienes desempeñan la función pública logrando satisfacer de 
manera adecuada el interés general, por tal motivo se expide la ley 27 de 1992 “Por la cual se 
desarrolla el artículo 125 de la Constitución Política, se expiden normas sobre administración de 
personal al servicio del Estado, se otorgan unas facultades y se dictan otras disposiciones”, lo 
anterior carece de parámetros claros sobre el proceso de selección en  la carrera administrativa, 
mencionando medidas superficiales para el ingreso y ascenso del personal.  
    Por presentar múltiples falencias, la Ley  27 de 1992 fue derogada por la ley  443 de 1998 en la cual se 
denota un esfuerzo del legislador en aras de superar las equivocaciones de la ley anterior dando una 
mayor claridad de algunos conceptos pero desvirtuando un poco la figura de la carrera administrativa, 
entre otras normas por las disposiciones que otorgaban potestades a los jefes de las entidades territoriales 
para convocar a sus empleados a concurso y las que conformaban la Comisión Nacional de servicio Civil. 
(Artículo 44, ley 443 de 1998) lo que condujo a la declaratoria de inexequibilidad de dichas disposiciones 
en el año 1999 por diferentes sentencias de la Honorable Corte Constitucional.  (Sentencia C-372-99 de 
26 de mayo, MP. Dr. José Gregorio Hernández Galindo). 
“No obstante, la declaratoria de inexequibilidad de la ley 443 de 1998, deja prácticamente en 
suspenso la carrera administrativa al no existir un marco normativo encargado de regularla, 
permitiendo que se vinculará a los empleos públicos por medio de la figura de la provisionalidad 





2004 “por la cual se expiden normas que regulan el empleo público, la carrera administrativa, la 
gerencia pública y se dictan otras disposiciones”.  
    Es pertinente destacar que, la Corte Constitucional en Sentencia C – 037 del 5 de febrero de 1996. 
Magistrado Ponente. Dr. Vladimiro Naranjo Mesa, desde los años noventa ha realizado innumerables 
pronunciamientos en los que ha establecido que con la carrera administrativa “Se busca que la 
administración esté conformada por personas aptas desde los puntos de vista de capacitación profesional e 
idoneidad moral, para que la función que cumplan sea acorde con las finalidades perceptivas que el 
interés general espera de los empleados que prestan sus servicios al Estado. No se trata de una 
permanencia en el cargo por razones ajenas a la efectividad de los buenos resultados, ni el ingreso al 
empleo sin una vinculación fundada en motivos diferentes a la capacidad. Igualmente, el retiro se hará por 
hechos determinados legalmente, inspirados en la realidad de la eficiencia laboral. En definitiva se 
protege el interés general”.  
Lo establecido por la Corte Constitucional confirma más aun, la verdadera esencia del tema, el 
cual ha sido desvirtuado en la práctica  porque en el recuento histórico, las entidades públicas 
han conformado su planta de personal por medio de mecanismos excepcionales y no mediante la 
carrera administrativa. 
De la misma forma, se evidencia que han permanecido durante décadas servidores públicos no 
aptos desde el punto de vista de capacitación profesional e idoneidad moral  toda vez que no 
fueron elegidos mediante el mecanismo idóneo, lo que ha contrariado la imagen de la función 
pública a través de escándalos que han destapado no solo corrupción sino en muchas ocasiones 
artimañas en las que incurrieron un sinnúmero de personas para acceder a los cargos públicos de 
manera fácil al no existir un proceso que calificara sus capacidades dejando al descubierto la 





De otra parte, la tardanza del legislador  y las diferentes inexactitudes de la carrera 
administrativa, han favorecido a las clases políticas de influencia en el país  quienes han podido 
utilizar sus relaciones para  ingresar a cargos públicos a sus simpatizantes y familiares  sin 
mayores inconvenientes generando  desigualdad entre quienes por mérito han debido acceder al 
empleo. 
Sin duda alguna, todavía en Colombia la Carrera administrativa es una ficción  no solo por los 
factores señalados sino también porque el marco normativo se concentra más en la estabilidad 
laboral y no propende por el ofrecimiento de posibilidades reales para que el servidor público 
haga carrera, es decir, para que pueda ir ascendiendo según sus méritos. En la práctica se denota 
el simple mantenimiento en el cargo, las personas ingresan y se pensionan por lo general en el 
mismo nivel, diferente a las fuerzas militares en donde quienes ingresan van mostrando 
resultados y llenando requisitos para ascender y lograr estar en el más alto nivel permitiendo que 
se haga carrera y que exista una verdadera demostración de actitud y competencias que 
mantengan la eficiencia de las fuerzas militares. 
 
Ley 165 de 1938. 
    Con la reforma política de 1936, se modificó el artículo 64 de la Constitución de 1886, en el entendido 
de evitar la concentración de responsabilidades y de ingresos provenientes del tesoro público en una 
misma persona; además, se precisó qué debía entenderse por tesoro público, noción que con un pequeño 
afinamiento se recoge en el texto de la Constitución de 1991. (Puentes, 2004, p. 65) 
    La estabilidad en el empleo, a no ser que faltaran a sus deberes, en cuyo caso, previo el agotamiento de 





caso que se hallare vacante un cargo de mejores condiciones, dentro de la jerarquía especial del ramo, 
siempre teniendo en cuenta sus méritos y sus competencias. (Puentes, 2004, p. 65). 
Hay que advertir, de la misma manera, que esta ley no produjo un impacto significativo debido a 
las siguientes razones: 
1. Falta de voluntad de los jefes. 
2. Falta de preparación y escasez de recursos técnicos y presupuestales para administrarlo. 
3. El Consejo no existía dentro de la estructura del Estado. 
4. Era un sistema desprestigiado y poco confiable. 
De igual manera, continuaba la filiación política al determinar el ingreso y la permanencia al 
empleo. 
    La ley estableció —y así ha sucedido a lo largo de la historia de la carrera administrativa— de manera 
taxativa los empleos que por su naturaleza o por su nivel jerárquico, por ser de representación política o 
por ser agentes de presidente, los gobernadores o los alcaldes, deben ser de libre nombramiento y 
desvinculación de los nominadores. Pero en ese entonces, al igual que hoy, al menos en teoría, el techo de 
la carrera administrativa era relativamente alto y su aplicación se extendía a todos los empleados 
nacionales, departamentales y municipales que prestaran los servicios administrativos permanentes. Esta 
ley estipuló que se aplicaría igualmente a las intendencias y comisarías. Las condiciones generales para 
poder ingresar a la carrera administrativa eran ser colombiano, haber cumplido con los deberes militares, 








Plebiscito de 1957. 
 
    Con el plebiscito de 1957 por primera vez se elevó a nivel constitucional la Carrera Administrativa así 
mismo se dio por terminado al menos desde el punto de vista formal el período en el cual el triunfador de 
las elecciones nombraba y removía a su antojo. También estableció El ingreso y ascenso a cargos 
públicos por mérito, La prohibición a empleados de carrera de participar en actividades políticas, La 
filiación política de los ciudadanos no determina el ingreso, promoción o retiro de los cargos públicos de 
carrera, La creación del Departamento Administrativo de Servicio Civil con el objetivo de organizar la 
Carrera Administrativa en la rama ejecutiva, y La creación de la Escuela Superior de Administración 
Pública ESAP. (Asamblea constituyente, 2012) 
    La historia de Colombia enseña que una de las razones de las luchas partidistas fue el querer acceder a 
los empleos públicos desde donde se ejercía y ejerce el control y mando de los destinos de la República. 
(Puentes, 2004, p. 70) 
Según el pacto que originó esta reforma, era necesario establecer la facultad discrecional en el 
jefe de la entidad para proveer los empleos de dirección o de confianza, así como limitar la 
discrecionalidad para los nombramientos en los demás empleos a través de la creación de un 
sistema de carrera que suprimiera el concepto de que el vencedor político tenía derecho a alterar 









Cambios a partir de la Constitución de 1991. 
 
“Con la expedición de la Constitución de 1991, el Capítulo II del Título V, se ocupó de la 
Función Pública, creando una serie de principios y reglas que entraron a regir las relaciones del 
Servidor Público con el Estado. Así, el artículo 125 de la Constitución Política comprende las 
siguientes características: 
Establece que, como regla general, los empleos en todos los órganos y entidades del Estado son 
de Carrera Administrativa, excluye del sistema los empleos de elección popular, trabajadores 
oficiales y de libre nombramiento y remoción que indique la ley, establece como determinante el 
objetivo de organizar la Carrera Administrativa en la rama ejecutiva, y la creación de la Escuela 
Superior de Administración Pública ESAP. Para el ingreso, el ascenso y la permanencia el 
mérito, dispone que el retiro del servicio de los empleados de carrera se haga por calificación no 
satisfactoria en el desempeño laboral, por violación al régimen disciplinario y demás causales 
fijadas por la ley, señala que la filiación política no podrá determinar el ingreso, ascenso o 
remoción.” 
Aparte de esto, mediante la Ley 27 de 1992, se creó la Comisión Nacional del Servicio Civil, 
apoyada por el Departamento Administrativo de la Función Pública. 
La Corte Constitucional consideró, mediante sentencia C-372 de 1999 que la Comisión Nacional 
del Servicio Civil debería ser un ente autónomo, permanente y técnico, no como una junta o un 
consejo dependiente del Departamento Administrativo de la Función Pública, sin sujeción a 
pautas del gobierno, desligado de las tres ramas del poder público, con ámbito nacional de 





mediante concurso, situación que antes era regulada por cada entidad según el artículo 14 de la 
Ley 443 de 1998. 
 
 Ley 909 de 2004. 
 
    El proyecto propuesto por el Gobierno Nacional se convirtió en la Ley número 909 del 23 de 
septiembre de 2004, “Por la cual se expiden normas que regulan el empleo público, la carrera 
administrativa, gerencia pública y se dictan otras disposiciones” iniciando así una nueva etapa del ya 
largo camino de la carrera administrativa en Colombia. (Carta administrativa ESAP, Iberoamericana 
2005, p. 4) 
    Se dice una nueva etapa, en la medida en que su aplicación y desarrollo deberá proveer a la 
administración de instrumentos técnicos y eficaces, tanto para la administración del talento humano como 
para la gestión del empleo, que rompan con el aplazamiento. Del que por diversas causas ha sido objeto, 
casi en forma permanente, la implantación del sistema de mérito para el desempeño de los empleos en la 
Administración Pública Colombiana. Esta nueva Ley que, si bien, entró a llenar los vacíos que con 
ocasión de diversas sentencias de la Corte Constitucional pesan sobre las normas de carrera 
administrativa, exigió un examen completo de la situación del empleo público, cuya problemática 
trasciende el concepto de carrera. (Carta administrativa ESAP, Iberoamericana, 2005, p. 4) 
    Es por esta razón que la Ley 909 de 2004 regula tres temas desarrollados en forma independiente, pero 
que conforman una unidad conceptual que tiene como objetivo regular el empleo desde su diseño y 
conformación hasta los medios de ingreso tanto a los empleos de carrera administrativa como a los de 





El legislador ha dado muestras de su interés por reducir la informalidad que históricamente ha 
caracterizado la provisión de empleos de carrera en Colombia. Desde sus primeras 
determinaciones ha diseñado mecanismos formales para que los empleos públicos fueran y sean 
atendidos por empleados seleccionados a través de concursos de méritos. 
    La nueva ley de empleo público y carrera administrativa (L. 909 de 2004), que fue presentada y 
defendida por el Gobierno Nacional, en cabeza del Director del Departamento Administrativo de la 
Función Pública, pretende eliminar dicho dualismo. Con tal finalidad consagra un nuevo modelo para la 
provisión de los empleos de carrera, cuyos aspectos básicos son los siguientes:  
• Desarrolla el principio de separación entre la selección de los empleados de carrera, a cargo de 
la CNSC, y el ejercicio de la potestad nominadora por parte del representante de cada entidad y 
organismo público. 
• Reitera el principio constitucional del mérito como elemento de ingreso al servicio público. 
• Prevé los encargos cuando se haya iniciado el respectivo proceso de selección, como modo de 
garantizar que sea el concurso de méritos el sistema regular de provisión de los empleos de 
carrera. 
• Fija a la CNSC un término perentorio de un año para proveer por concurso los 120 mil empleos 
de carrera provistos a través de encargos y nombramientos provisionales. 
• Otorga cierta estabilidad a los empleados vinculados con nombramiento provisional, pues su 
retiro deberá darse mediante acto administrativo motivado. 
• Consagra una provisión de empleos más objetiva y despersonalizada que la prevista en el 





CNSC a través de la Universidad y no por la misma autoridad nominadora reducirá 
significativamente las injerencias indebidas en el proceso de selección. 
• Flexibiliza los sistemas de provisión al incorporar los concursos generales, cuyos resultados 
servirán para suplir, de manera inmediata, las necesidades de personal de tenga la Administración. 
• Reduce significativamente los costos de los procesos de selección de los empleados públicos en 
su conjunto puesto que se amplía considerablemente el campo de utilización de las listas de 
elegibles; ahora se podrán proveer con ellas empleos iguales o equivalentes en las entidades 
nacionales y territoriales que hacen parte del sistema general de carrera. Con un solo concurso se 
podrán proveer varios cargos de distintas entidades. En suma, como era de esperarse, el conflicto 
entre la provisión discrecional que en la práctica demandan las autoridades nominadoras y la 
provisión meritocrática de los empleos públicos prevista como mandato constitucional, no podía 
ser resuelto por el legislador y el ejecutivo más que a favor de esta última. (Hernández, La 
provisión de empleos de Carrera en Colombia, 2005). 
    Igualmente se destaca que, Junto a la carrera administrativa, se conforma la Comisión Nacional del 
Servicio Civil con clara sujeción a los mandatos de la Constitución Política y a los pronunciamientos de la 
Corte Constitucional, la cual debe cumplir las funciones que le asigna la Constitución Política en el 









LA EVALUACIÓN DEL DESEMPEÑO 
 
Luego de estudiar la definición de la carrera administrativa y sus antecedentes, por lo cual 
ostenta que la carrera es una de las figuras por las que una persona llega al estatus de empleado 
público bajo unos parámetros de estabilidad, pero que, para progreso de dicha estabilidad debe 
darse una evaluación de desempeño por lo que a continuación determinaremos las bases bajo las 
cuales está constituida.  
Es necesario precisar las etapas que preceden a la evaluación del desempeño, el cual se asegura 
el ingreso al sistema de carrera.  
    De acuerdo al artículo 28 de la Ley 909 de 2004 y los postulados de la Carta Iberoamericana de función 
pública, el proceso de selección y el ascenso deben basarse en los siguientes principios: mérito, libre 
concurrencia e igualdad en el ingreso, publicidad, transparencia en la gestión de los procesos de selección, 
garantía de imparcialidad de los mismos para llevar a cabo los procedimientos de selección, confiabilidad 
y validez de los instrumentos utilizados para verificar la capacidad y competencias de los aspirantes, 
“especialización de los órganos técnicos encargados de ejecutarlos, eficacia en los procesos de selección 
para garantizar la adecuación de los candidatos seleccionados al perfil del empleo y eficiencia en los 
procesos de selección”. (Dueñas, 2008, p. 159). 
Luego de verificar que cada uno de los principios se cumple, se da inicio al concurso el cual debe 
estar basado en el derecho fundamental a la igualdad y bajo la competencia de la Comisión 
Nacional del Servicio Civil, orientado jurisprudencialmente y amparado en el artículo 30 de la 
Ley 909 de 2004, el cual estipula que, es esta la entidad competente para la ejecución de los 





instituciones de educación superior, previa suscripción de contratos o convenios 
interadministrativos.  
El concurso inicia con una convocatoria que es elaborada por la Comisión Nacional del Servicio 
Civil con base en las funciones, requisitos y competencias. El reclutamiento de información y 
aplicación de pruebas son basadas en el principio de igualdad. 
En la sentencia C-733 de 2005, la Corte establece: “(…) la norma acusada si consagra un trato 
distinto entre los aspirantes que se desempeñan en provisionalidad y los demás, pues prevé una 
evaluación adicional para los empleados nombrados en provisionalidad en cargos de carrera, a la 
fecha de la vigencia de la ley, y que aspiren a dichos cargos, que termina estableciendo a favor 
de éstos una ventaja injustificada con respecto a los demás aspirantes, y por lo tanto violatoria 
del derecho a la igualdad y del derecho de acceso a cargos públicos. El privilegio consiste en que 
a estos empleados, además de los factores comunes que se les tendrán en cuenta a todos los 
aspirantes, relativos a sus calidades académicas y experiencia, también se les toma en cuenta, de 
manera adicional, una evaluación de antecedentes, de experiencia, de antigüedad, de 
conocimiento y de eficiencia en el ejercicio del cargo para el cual se concursa, lo que representan 
una ventaja frente a quienes concursan y no se encuentran ocupando el cago respectivo, según lo 
disponga la Comisión nacional del Servicio Civil, la cual no se encuentra justificada”. 
Luego de superado el período de período de prueba, el empleado adquiere los derechos de 
carrera, sin embrago el derecho a permanecer en carrera  depende de que obtenga una 






Noción de la evaluación del desempeño. 
 
El artículo 50 del Decreto Reglamentario 1227 de 2005, establece: “la evaluación del desempeño 
laboral es una herramienta de gestión que con base en juicios objetivos sobre la conducta, las 
competencias laborales y los aportes al cumplimiento de las metas institucionales de los 
empleados de carrera y en período de prueba en el desempeño de sus respectivos cargos, busca 
valorar el mérito como principio sobre el cual se fundamenten su permanencia y desarrollo en el 
servicio”.  
Así mismo el artículo 1 del Acuerdo 17 del 22 de enero de 2008, expedido por la Comisión 
Nacional del Servicio Civil, la define como: “ el proceso mediante el cual se verifican, valoran y 
califican las realizaciones de una persona en el marco de las funciones y responsabilidades de su 
desempeño laboral de acuerdo con las condiciones previas establecida en la etapa de fijación de 
compromisos laborales, su aporte al logro de metas institucionales y la generación del valor 
agregado que deben entregar las instituciones”.  
Ambas definiciones, involucran el cumplimiento de unas metas y unos principios previamente ya 
establecidos, es por ello que la Ley 909 de 2004, establece que la evaluación del desempeño debe 
ser diseñada por cada entidad con sujeción a lo dispuesto en la ley y con base en los parámetros e 







Principios que orientan la permanencia en el servicio y la evaluación del desempeño. 
 
    El artículo 38 de la Ley 909, señal que el desempeño laboral de los empleados de carrera administrativa 
deberá ser evaluado y calificado con base en parámetros previamente establecidos que permitan 
fundamentar un juicio objetivo sobre su conducta laboral y sus aportes al cumplimiento de las metas 
institucionales. (Dueñas, 2008, p. 171). 
El artículo 37 de la Ley 909 de 2004, las prevé de la siguiente manera:  
1. Mérito: exige la calificación satisfactoria en el desempeño del empleo, el logro de resultados y 
realizaciones en el desarrollo y ejercicio de la función pública y la adquisición de las nuevas 
competencias que demande el ejercicio de la misma.  
2. El cumplimiento de las normas que regulan la función pública y las funciones asignadas al 
empleo.  
3. La evaluación del sometimiento y colaboración en el proceso de evaluación personal e 
institucional, “de conformidad con los criterios definidos por la entidad o autoridad 
competente”. 
4. La promoción de lo público, en el entendido de que es tarea de los empleados propiciar un 
buen ambiente de trabajo, el trabajo en grupo y la defensa permanente del interés público en 
cada una de sus actuaciones y las de la Administración Pública, bajo el compromiso de 







Tipo de evaluación. 
 
 Tomando como ejemplo una Entidad del Estado, en el que se da firmeza este tipo de evaluación 
del desempeño, se emplearán dos evaluaciones al año cada semestre: 
Primer semestre: 1 febrero del año en curso al 31 julio del mismo año. 
Segundo semestre: 1 agosto del año en curso al 31 enero del año siguiente. 
Cuando una entidad no tenga previsto su propio proceso de evaluación del desempeño, esta 
evaluación del desempeño deberá ser guiada de acuerdo a lo establecido en el Acuerdo 137 del 
14 de enero de 2010 de la Comisión Nacional del Servicio Civil, el cual estipula que los 
responsables en la evaluación del desempeño son quienes por mandato legal estén obligados a 
adoptar, administrar y vigilar el sistema y a cumplir las funciones que su empleo o condición 
señale.  







Figura 1 Evaluación Definitiva 








Figura 2 Evaluación Parcial 2.0 








Figura 3 Evaluación Parcial 2.1 








Figura 4 Evaluación Parcial 2.2  
Fuente: Unidad de Servicios Penitenciarios SPC, 2013 
 
De conformidad con lo expuesto, se hace necesario reglamentar los factores de cumplimiento 
para acceder al nivel sobresaliente del Sistema de Evaluación del Desempeño Laboral de los 
servidores públicos inscritos en carrera administrativa y en prueba, para el período comprendido 
entre el 1 de febrero de 2014 al 31 de enero de 2015, de la siguiente manera:  
1. Demostrar aprobado los factores de acceso al nivel sobresaliente, tales como:  
Iniciativas y propuestas, iniciativas tendientes a acciones proactivas y participación en 





2. Escala de calificación: para acceder al nivel sobresaliente se reglamentan dos escalar 
a) Escala de cumplimiento de los compromisos laborales: esta se encuentra definida en 
relación con los compromisos laborales fijados y con los siguientes intervalos a los cuales 
se les asigna un valor porcentual:  
 Destacado: de 90% a 100% 
 Satisfactorio: de 66% a 89% 
 No satisfactorio: menor o igual al 65% 
b) Escala para acceder al nivel sobresaliente: el evaluado podrá acceder al nivel 
sobresaliente siempre y cuando haya alcanzado el 95% o más de las escala de 
cumplimiento de los compromisos laborales y demuestre que genera un valor agregado a 
través del logro de algunos de los tres (3) factores para el acceso al nivel sobresaliente, 
los cuales se evaluarán como Cumple o No Cumple. 
Cuando el evaluado alcance entre el 95% y el 99% de cumplimiento de los compromisos 
laborales fijados, deberá cumplir por lo menos con dos (2) de los Factores de cumplimiento 
definidos por la Entidad, para acceder al nivel sobresaliente. 
Cuando el evaluado alcance el 100% de cumplimiento de los compromisos laborales fijados, 
para acceder al nivel sobresaliente deberá cumplir por lo menos uno (1) de los factores definidos 
por la Entidad. 
En todo caso los evaluados podrán alegar valor a la gestión y resultados institucionales, mediante 
el cumplimiento de compromisos diferentes a los señalados para el período de la Institución; sin 
embargo, para acceder al nivel sobresaliente deberán hallarse dentro de lo previsto en lo 





Una vez el funcionario de carrera administrativa alcance mínimo el 95% de cumplimiento de los 
compromisos laborales fijados, podrá acceder al nivel sobresaliente demostrando que genera un 
valor agregado a través del logro de uno o dos de los tres (3) factores de cumplimiento antes 
enumerados. En el formato de consolidación de resultados, evaluación periodo anual u ordinario, 
aprobado por la CNSC para el sistema tipo de evaluación, el jefe inmediato evaluará como 
CUMPLE o No Cumple los factores definidos por la Entidad, para el acceso al nivel 
sobresaliente.  
    “La distorsión de este mecanismo ha sido, al decir de la mayoría de los entrevistados,  causa central de 
la ineficiencia de la carrera administrativa. La inexistencia de acuerdos  entre jefes y empleados sobre los 
compromisos laborales a desarrollar en un  determinado período de tiempo; la ausencia de indicadores de 
gestión; el seguimiento y  acompañamiento a la actividad que desarrolla el empleado; la persistencia en 
único  evaluador cuando en buen número de organizaciones se ha implementado hace ya  muchos años la 
evaluación por múltiples actores (clientes); su baja utilización para la  adopción de mecanismos 
correctivos; énfasis en lo sancionatorio y no en lo  compensatorio, son entre otros, aspectos llamados a 
corregirse.   
Téngase en cuenta que la dinámica de una carrera administrativa descansa en los  resultados de la 
evaluación del desempeño, de lo contrario, permanecen en la  administración personas ineficientes, así 
como se facilita también la rápida  desvinculación de empleados comprometidos con su quehacer laboral, 
sin olvidar las  posibilidades de ascenso, limitadas en todas las ocasiones a los resultados de dichas  
evaluaciones.  
En Colombia, según los entrevistados, persiste aún una evaluación demasiado subjetiva  donde priman 
más como las lealtades personales y nos los rendimientos y no los méritos  productivos del empleado”. 





COMISIÓN NACIONAL DEL SERVICIO CIVIL 
 
    En la carrera administrativa en el país en 1938, ha sido constante la conformación de un órgano 
colegiado encargado de la administración y vigilancia de este subsistema de administración de personal. 
Primero fue el Consejo Nacional de Administración y Disciplina - Ley 165 de 1938; luego la Comisión de 
Reclutamiento, Ascensos y Disciplina - Ley 19 de 1958; la Comisión Nacional del Servicio Civil - 
Decreto 1679 y 1732 de 1960 y el Consejo Superior del Servicio Civil - Decreto 728 de 1968, hasta su 
incorporación como Comisión Nacional del Servicio Civil en el texto constitucional en 1991. (Manual de 
Funciones, CNSC-Monografías). 
     Así mismo, La Comisión Nacional de Servicio Civil fue creada entre otros aspectos con la finalidad de 
realizar los procesos de selección y hacer realidad la carrera administrativa, pero ha sido tardía su labor si 
se tiene en cuenta que los concursos no se realizan dentro del término estipulado por la ley dejando que 
permanezcan por tiempos indeterminados servidores públicos que ha sido vinculados de manera 
excepcional. Lo que permite decir que es necesaria una agilización en las funciones de la Comisión 
Nacional de Servicio Civil que coadyuven a la verdadera implementación de la Carrera Administrativa en 
Colombia. (www.cnsc.gov.co/institucional/reseña). 
   En la actualidad, según lo dispone el artículo 130 superior, la Comisión es la responsable de la 
administración y vigilancia de las carreras de los servidores públicos, excepción hecha de las que tenga 
carácter especial.  
Por su parte, la Corte Constitucional fijó en las sentencias C-372 de 1999 y C-1262 de 2005 los alcances 
del artículo 130, de los cuales hacen parte los siguientes ejes temáticos: 
 La función de administración a cargo de la Comisión comprende la selección de los candidatos 





para nombrar empleados públicos de los sistemas de carrera, excepto los especiales están 
asignadas a autoridades diferentes.  
 La Constitución prevé la existencia de una única Comisión Nacional del Servicio Civil, lo cual 
excluye la posibilidad de organizar comisiones seccionales o departamentales encargadas de la 
administración y vigilancia de las carreras en el orden territorial.  
 La Comisión Nacional del Servicio Civil, en los términos del artículo 113 de la Constitución, es 
un órgano autónomo e independiente, del más alto nivel en la estructura del Estado Colombiano, 
con personería jurídica, autonomía administrativa, patrimonial y técnica, y que no hace parte de 
ninguna de las ramas de poder público. (Comisión Nacional del Servicio Civil). 
   La Ley 909 de 2004 recogió los lineamientos anteriores. En dicha ley se consagran las normas básicas 
sobre la integración, organización y funciones de la Comisión Nacional del Servicio Civil, así como el 
régimen de sus integrantes. Esta ley contiene, además, normas sobre carrera administrativa, empleo 
público y gerencia pública. 
    Por su parte, la vigilancia comprende la verificación y control de la gestión de los procesos de 
selección, los cuales se adelantarán por la CNSC a través de universidades e instituciones de educación 
superior; la atención de quejas y reclamaciones por violación o inaplicación de normas de carrera y 
propender por la correcta aplicación de los procedimientos para la evaluación del desempeño. La 
Comisión es, en últimas, la garante del mérito en el empleo público. (Comisión Nacional del Servicio 
Civil). 
    La Ley 909 otorgó al Gobierno Nacional facultades extraordinarias en varias materias relacionadas con 
el empleo público y la carrera administrativa, las cuales fueron desarrolladas por los decretos 760, 765, 
770, 775, 780, 785 y 790 de 2005. Esas disposiciones, junto con sus decretos reglamentarios 1227 y 1228 





Por otra parte, la situación del empleado público cambia a partir de la implantación de la carrera 
administrativa, esta consiste en sus lineamientos generales así: 
 En la selección del personal en forma de libre competencia para las personas que cumplan las 
condiciones del puesto de que se trate. 
 En la inamovilidad, sino existen motivos justificados para la remoción. 
 En la jubilación después de determinados años de servicio. 
 En el derecho de ascenso. 
 En deberes especiales como fidelidad, acatamiento a los superiores, discreción, etc. (Manual de 
Funciones, CNSC-Monografías). 
    Para cumplir su función de vigilancia de la carrera administrativa, la Comisión podrá adelantar 
acciones de verificación y control de la gestión de los procesos de selección con el fin de observar su 
adecuación o no al principio del mérito y dado el caso, suspender preventivamente el respectivo proceso y 
si comprueba la ocurrencia de irregularidades los podrá dejar sin efecto total o parcialmente (Carta 
Administrativa, ESAP, 2005, p 7) en esta materia se acogen los pronunciamientos del Consejo de Estado 
de limitar esta competencia a que no se hayan generado derechos particulares y concretos.  (Incidencia de 
la Carta Iberoamericana de la Función Pública en el Desarrollo de la Ley 909 de 2004). Como 
instrumento para la vigilancia se dota a la Comisión de la facultad de imponer sanciones de multa, previo 
el debido proceso, a los servidores públicos de las entidades nacionales y territoriales, cuando se 
compruebe la violación a las normas de carrera administrativa o la inobservancia de las órdenes e 
instrucciones impartidas por ella. 
    De acuerdo con las funciones señaladas, la Comisión será  garante del principio de mérito, único 
elemento válido para el ingreso a la administración pública en los empleos de carrera administrativa, 





capacitación permanente y la evaluación objetiva del desempeño. (Carta Administrativa ESAP, 
Iberoamericana, 2005, p 8). 
Se propone, así, normativamente, un sistema de administración de personal que con sus 
desarrollos técnicos y procedimentales debe garantizar la eficiencia de la administración pública 

















EL PROBLEMA: PRINCIPIOS APLICADOS EN LA EVALUACIÓN DEL 
DESEMPEÑO A LOS EMPLEADOS DE CARRERA ADMINISTRATIVA. 
 
En Colombia la provisión de empleos en las entidades que conforman el sistema general de 
carrera administrativa no ha correspondido, en su gran mayoría, a la aplicación y el acatamiento 
de los mandatos de selección objetiva previstos por el legislador desde 1938 y por el 
Constituyente desde 1957. 
Siguiendo los parámetros de la Carta Iberoamericana, la Evaluación del desempeño (Carta 
Administrativa, ESAP, 2005, p. 6), precisa:  
 Deberá ser evaluado y calificado con base en parámetros previamente establecidos. 
 Evaluación de desempeño correlacionada con los resultados institucionales. 
 Posibilidad de que las entidades diseñen sus propios instrumentos de evaluación, por 
objetivos, 360° etc. 
 Evaluaciones semestrales, que permiten un real seguimiento a la gestión. 
 Las finalidades principales de la evaluación son: acceder y ascender en la carrera, 
conceder estímulos, planificar la capacitación y la formación y determinar la permanencia 
en el servicio, así como el desarrollo y mejora de las competencias laborales 
 Se establecen mecanismos que le permiten al empleado controvertir las decisiones del 
calificador (Recurso de reposición y apelación). 
 Acuerdos de gestión para los gerentes públicos.  
La permanencia en el empleo se debe a una satisfacción en la evaluación aplicada a estos 





   El desempeño laboral de los empleados de carrera deberá ser evaluado respecto de los  objetivos 
previamente concertados entre evaluador y evaluado, teniendo en cuenta  factores objetivos, medibles, 
cuantificables y verificables; el resultado de esta evaluación  será la calificación para el período 
establecido en las disposiciones reglamentarias. No  obstante, si durante este período el jefe del 
organismo recibe información, debidamente  soportada, de que el desempeño laboral de un empleado 
es deficiente podrá ordenar, por  escrito, que se le evalúen y califiquen sus servicios en forma 
inmediata. (Ramírez, 2011, p. 60).  
De lo anterior se deduce que no a todos los funcionarios de carrera administrativa se les aplica 
los principios rectores que regulan la función pública, debido a situaciones subjetivas que se 
presentan en el entorno laboral, deduciendo así que, el factor subjetivo sobresale en la 
calificación, tanto parcial como definitiva. 
Los principios rectores, de igualdad, mérito y objetividad no son aplicados en su totalidad, como 
lo establece Clara Cecilia Dueñas Quevedo, uno que otra evaluación del desempeño, dependen 
tanto del desempeño de sus empleados como de la gestión directiva de sus jefes como 
protagonistas responsables de la gestión de las personas a su cargo.  
    Dadas las anteriores circunstancias, los escritos y documentos sobre la carrera administrativa en 
Colombia y el papel de la Comisión Nacional del Servicio Civil –CNSC- el cual está señalado por el 
artículo 130 de la Constitución Política y por los alcances dados a esa norma por la Corte Constitucional, 
debería ser de mucha más importancia el papel de vigilancia y administrador de aplicar en correcta forma 
la evaluación del desempeño y no dejar que un factor subjetivo intervenga entre la decisión de los 
directrices y las metas y competencias que entre el jefe inmediato y el funcionario se comprometen a 





orientada a medir más lealtades político-partidistas o personales que indicadores de gestión. (Ramírez, 
2011, p. 73). 
La Comisión es una entidad del orden nacional, autónoma e independiente de las ramas del poder 
público, con personalidad jurídica propia, autonomía administrativa y recursos propios. Su objeto 
es la administración y vigilancia de las carreras de los servidores públicos, excepción hecha de 
las que tengan carácter especial. 
    Hacen parte de la función de administración las actividades inherentes a la selección de los empleados 
de carrera, la administración del sistema de información de la carrera administrativa y el diseño del 
sistema de evaluación del desempeño laboral de los empleados de carrera que será adoptado por las 
entidades que conforman el sistema general de carrera. (Hernández, Ed. Jurídica Gustavo Ibáñez, Bogotá, 
2004.). La selección se lleva a cabo a través de universidades e instituciones de educación superior 
acreditadas ante la Comisión para tales fines. 
    “La Comisión Nacional del Servicio Civil es, entonces, la entidad encargada de garantizar el mérito y 
la igualdad en el ingreso y la permanencia de los empleados de carrera administrativa, lo que la convierte 
en nuevo actor institucional en el modelo de función pública en Colombia. Representa uno de los 
mecanismos institucionales más representativos del ordenamiento jurídico para eliminar el dualismo en la 
provisión de empleos de carrera. Fue conformada por concurso de méritos y actúa desde el 7 de diciembre 
de 2004. 
La dimensión de la autonomía e independencia que corresponda a la CNSC está determinada tanto por el 
margen de actuación que le reconozca el legislador y le respalde el ejecutivo, como por el espacio que se 
le otorgue para ejercer las funciones asignadas. El Congreso de la República ya cumplió su labor al 
disponer sobre la conformación, funciones y fuente de los recursos que necesita la Comisión para actuar. 
Por su parte, la Comisión, que tiene una planta de personal propia conformada por cuatro cargos (tres 





de la Función Pública y la Escuela Superior de Administración Pública, ha adelantado las tareas previas 
que le permitan estar preparada para asumir las labores inherentes a la administración y vigilancia de la 
carrera administrativa”. (Bases Constitucionales de Función Pública: Empleo Público, Bogotá, Ed. 
Jurídica Gustavo Ibáñez). 
El problema radica en que, la Comisión Nacional del Servicios Civil, como órgano encargado de 
vigilar uno de los procedimientos más importantes dentro de la Función Pública como lo es la 
Evaluación del Desempeño aplicado a los funcionarios de carrera, brilla por su ausencia en la 
praxis de ésta figura. Así las autoridades al interior de las entidades aplican su factor subjetivo 
desconociendo los principios rectores de este.  
La nueva legislación adopta una serie considerable de medidas con el fin de hacer que la realidad 
administrativa se enrumbe en la misma dirección en que ha estado orientada la legislación desde 
1938. No será un viraje sencillo ni fácil de efectuar, pero están dadas las condiciones, al menos 
formales, para que pueda lograrse. 
En estos momentos se espera a que la CNSC como órgano máximo para administrar este 











 La carrera administrativa en Colombia, a través de la historia así como en la actualidad, 
se ha constituido como un elemento importante para la selección del personal 
administrativo de las diferentes entidades estatales. 
 A pesar de sus falencias, el sistema de carrera administrativa propende por garantizar la 
transparencia y la exclusión de las “manos” políticas en la selección del personal 
administrativo de las entidades estatales. 
 La figura de la administración cambia de forma al dejar de ser un ente de simple 
regulación de las normas que rigen a los ciudadanos, y pasa a tomar parte de una relación 
laboral, y empieza a tener un contacto más directo con los gobernados en una forma de 
hacer valer más la democracia y no seguir siendo un Estado que mira al pueblo desde 
arriba, para convertirse en un regulador directo de la economía del país, interviniendo en 
la creación de empleos. 
 La evaluación del desempeño es una herramienta de gestión del talento humano cuya 
finalidad está ligada a la eficiencia en la prestación del servicio público y que los 
resultados de este esté ligado a su permanencia en el servicio.  
 La evaluación es de carácter obligatorio y es de apremiante aplicación los principios 
bajos los cuales se encuentran regida la función pública. 
 El factor objetivo reemplaza los principios que rigen la evaluación del desempeño, siendo 
los funcionarios de carrera administrativa, evaluados desde esta óptica y descalificado en 





 La falta de aplicación de alguna normatividad creada para regular ciertos casos, genera 
incredulidad en la ciudadanía y desprestigio del Estado, y por ende de sus funcionarios. 
 La Comisión Nacional del Servicio Civil, es el organismo encargado de la administración 
y vigilancia de la carrera administrativa y por lo tanto es el ente competente para 




 Es un tema abandonado, por lo que se recomienda actualización. 
 Profundizar en el procedimiento interno de la evaluación del desempeño 
 Realizar una línea jurisprudencia para estar al tanto de funcionarios que han vivido esta 
problemática. 
 Seguir estudiando el tema y por consiguiente estudiar los mecanismos de defensa que 
tienen los funcionarios de carrera en contra de una evaluación del desempeño que no se 
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